




RECURSO DE APELACIÓN Y 
JUICIOS DE LA CIUDADANÍA

EXPEDIENTES: SUP-RAP-
201/2026, SUP-JDC-479/2026 y 
SUP-JDC-481/2026, 
ACUMULADOS

PONENTE: MAGISTRADO 
FELIPE DE LA MATA PIZAÑA1

Ciudad de México, veintitrés de septiembre de dos mil veintiséis. 

Sentencia que, con motivo del recurso de apelación interpuesto por el 

Partido Acción Nacional, revoca en la materia de la litis el Acuerdo y 
el Manual2, por otra parte, desecha las demandas de juicios de la 

ciudadanía presentadas por la Asociación Civil Amigos en Colaboración, 

y el Consejo Nacional de Litigio Estratégico, A.C., al carecer de interés 

jurídico para impugnar el citado acuerdo.
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GLOSARIO

Actoras/Parte actora Asociación Civil Amigos en Colaboración, y Consejo Nacional de Litigio 
Estratégico, A.C.

Acuerdo
INE/CG489/2026. Acuerdo del Consejo General del Instituto Nacional 
Electoral por el que se aprueba la estrategia de capacitación y 
asistencia electoral 2026-2027 y sus respectivos anexos.

Apelante/recurrente: Partido Acción Nacional.
Autoridad responsable/ 
CG del INE: Consejo General del Instituto Nacional Electoral. 

CAE Capacitador/a-Asistente Electoral
Constitución: Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.
INE: Instituto Nacional Electoral.
Juicios de la 
ciudadanía

Juicio para la protección de los derechos político-electorales del 
ciudadano.

1 Secretario instructor: Isaías Trejo Sánchez. Secretario: Carlos Vargas Baca. Colaboró:  Juan 
Alvarado Martínez.
2 En la parte impugnada y para los efectos que se precisan, el acuerdo del Consejo General del 
INE por el que se aprobó “…la estrategia de capacitación y asistencia electoral 2026-2027 y sus 
respectivos anexos”, particularmente el denominado “MANUAL DE RECLUTAMIENTO SELECCIÓN Y 
CONTRATACIÓN DE LAS Y LOS SUPERVISORES ELECTORALES Y CAPACITADORES ASISTENTES 
ELECTORALES”. 
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Ley de Medios: Ley General del Sistema de Medios de Impugnación en Materia 
Electoral.

Ley de partidos Ley General de Partidos Políticos.
Ley electoral/LGIPE: Ley General de Instituciones y Procedimientos Electorales.
Ley Orgánica: Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación.

Manual Manual de reclutamiento selección y contratación de las y los 
supervisores electorales y capacitadores asistentes electorales.

PAN: Partido Acción Nacional.

Sala Superior: Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación.

SE Supervisor/a Electoral
Tribunal Electoral: Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación.

I. ANTECEDENTES

1. Acto impugnado. En sesión celebrada el treinta y uno de agosto de 

dos mil veintiséis,3 el Consejo General del INE aprobó el Acuerdo. Entre 

sus anexos se encuentra el Manual de Reclutamiento, Selección y 

Contratación de las y los Supervisores Electorales y Capacitadores-

Asistentes Electorales. 

2. Demanda de apelación. El cuatro de septiembre el partido recurrente, 

a través de su representante propietario ante el Consejo General del INE, 

interpuso recurso de apelación ante la oficialía de partes común del 

propio instituto.

3. Demandas de juicios ciudadanos. El 12 y 15 de septiembre, 

respectivamente, el Consejo Nacional de Litigio Estratégico, A.C. y la 

Asociación Civil Amigos en Colaboración, presentaron demandas de 

juicios de la ciudadanía.

4. Turno a ponencia. En su oportunidad, la presidencia de la Sala 

Superior acordó integrar los expedientes SUP-RAP-201/2026, SUP-
JDC-479/2026 y SUP-JDC-481/2026, y turnarlos a la ponencia del 

magistrado Felipe de la Mata Pizaña.

5. Sustanciación. En su momento, el magistrado instructor acordó 

radicar y admitir la demanda del recurso de apelación, así como cerrar la 

instrucción de este, y ordenó la formulación del proyecto de sentencia.

3 Todas las fechas corresponden a dos mil veintiséis, salvo precisión diversa.
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II. COMPETENCIA

Esta Sala Superior es competente para conocer y resolver el recurso de 

apelación, así como los juicios de la ciudadanía, al controvertirse un 

acuerdo emitido por el Consejo General del INE, relacionado con la 

preparación del Proceso Electoral 2026-2027.4

III. ACUMULACIÓN

Procede acumular las demandas al existir conexidad en la causa, esto 

es, identidad en la autoridad responsable –el CG del INE–, y en el acto 

impugnado, el acuerdo INE/CG489/2026.

En consecuencia, las demandas de los juicios ciudadanos SUP-JDC-

479/2026 y SUP-JDC-481/2026, se deben acumular a la diversa de 

apelación SUP-RAP-201/2026, por ser ésta última la más antigua. 

Por lo anterior, se deberá glosar copia certificada de los puntos 

resolutivos de la sentencia a los autos de los expedientes acumulados5.

IV. IMPROCEDENCIA

1. Decisión

Con independencia de que pudiera actualizarse alguna otra causal de 

improcedencia, esta Sala Superior considera que las demandas de los 

juicios de la ciudadanía se deben desechar de plano debido a la falta de 

interés jurídico de las actoras para impugnar el acuerdo. 

2. Marco jurídico

La Ley de Medios prevé que los medios de impugnación en materia 

electoral deben desecharse de plano, entre otros supuestos, cuando se 

pretendan controvertir actos que no afecten el interés jurídico de la 

persona promovente.6

4 Con fundamento en los artículos 41, base VI; y 99, párrafo cuarto, fracciones III y X, de la 
Constitución; 253, fracción IV, incisos a) y f) y, 256, fracción I, inciso c), de la Ley Orgánica; 3, 
párrafo 1, inciso b); 42 y 44, párrafo 1, inciso a), de la Ley de Medios.
5 Artículo 31 de la Ley de Medios, y 79 del Reglamento Interno del Tribunal Electoral.
6 Conforme a los artículos 9, numeral 3; y 10, numeral 1, inciso b) de la Ley de Medios.
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Este Tribunal Electoral ha determinado que se materializa el interés 

jurídico cuando: 1) se plantea en la demanda la afectación de algún 

derecho sustancial del promovente; y 2) este demuestra que la 

intervención de la autoridad jurisdiccional es necesaria y útil para reparar 

dicha afectación.7

Por su parte, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha considerado 

que los elementos constitutivos del interés jurídico son: i) la existencia 

del derecho subjetivo que se dice vulnerado; y ii) el acto de autoridad 

afecta ese derecho del cual se puede derivar el agravio correspondiente.

Con apoyo en los criterios expuestos, esta Sala Superior advierte que 

una persona tiene un interés jurídico cuando es titular de un derecho 

subjetivo y se encuentra frente a un acto que es susceptible de afectar 

dicho derecho de alguna manera.

Asimismo, en caso de que la parte actora aduzca tener un interés legítimo 

para impugnar cierto acto u omisión, se debe acreditar que: a) exista una 

norma constitucional en la que se establezca o tutele algún interés difuso 

en beneficio de una colectividad determinada; b) el acto reclamado 

transgreda ese interés difuso, ya sea de manera individual o colectiva; y 

c) la parte promovente pertenezca a esa colectividad.8

Además, esta Sala Superior ha sostenido que tienen interés legítimo para 

impugnar la violación a principios constitucionales, aquellas personas 

que pertenezcan al grupo en desventaja a favor del cual se establecen; 

con el fin de eliminar los obstáculos que impiden el acceso pleno a sus 

derechos, en particular, si se originan en la exclusión histórica y 

sistemática de personas y colectivos sobre la base de sus características 

personales, sociales, culturales o contextuales.9 

7 Véase la Jurisprudencia 7/2002, de rubro: INTERÉS JURÍDICO DIRECTO PARA PROMOVER 
MEDIOS DE IMPUGNACIÓN. REQUISITOS PARA SU SURTIMIENTO.
8 Cfr. jurisprudencia 2a./J. 51/2019 (10a.), de rubro: INTERÉS LEGÍTIMO E INTERÉS JURÍDICO. 
SUS ELEMENTOS CONSTITUTIVOS COMO REQUISITOS PARA PROMOVER EL JUICIO DE 
AMPARO INDIRECTO, CONFORME AL ARTÍCULO 107, FRACCIÓN I, DE LA CONSTITUCIÓN 
POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, consultable en: Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Libro 64, marzo de 2019, Tomo II, p. 1598
9 Véase jurisprudencia 9/2015, de rubro: INTERÉS LEGÍTIMO PARA IMPUGNAR LA VIOLACIÓN 
A PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES. LO TIENEN QUIENES PERTENECEN AL GRUPO EN 
DESVENTAJA A FAVOR DEL CUAL SE ESTABLECEN.



SUP-RAP-201/2026 Y ACUMULADOS

5

3. Caso concreto

Las actoras son asociaciones civiles, sin embargo, no explican de qué 

manera el acuerdo que impugnan, tanto a sus representantes como a los 

integrantes de esas personas morales, les impide votar, ser votadas, 

asociarse o afiliarse, ni afirman que sean aspirantes a SE o CAE, o 

afectadas por una medida concreta. Tampoco demuestran que 

pertenezcan a un grupo determinado o determinable en situación de 

desventaja.

Los argumentos de las actoras son planteamientos generales e 

hipotéticos, pero no ponen en evidencia una afectación real y concreta a 

sus derechos, con lo que pudiera acreditarse su interés jurídico.

La jurisprudencia 2a./J. 51/2019, invocada por la promovente, distingue 

el interés jurídico del legítimo, pero no equipara este último con el interés 

simple. Para acreditar un interés legítimo se exige una afectación 

diferenciada, una situación jurídica identificable y que la eventual 

sentencia produzca un beneficio cierto en la esfera de quien promueve. 

De tal forma, el criterio no se satisface con identificar una norma 

constitucional de alcance general, afirmar una posible transgresión futura 

y autoadscribirse al conjunto de la ciudadanía.10

Así, en el caso, el Acuerdo no regula de modo singular a la asociación ni 

a un grupo al que ésta pertenezca. Aunado a ello, una sentencia 

estimatoria no las restituiría en un derecho propio, sino que modificaría 

reglas generales de organización para toda la elección. La pretensión 

procura, por tanto, un control abstracto de legalidad cuya utilidad sería 

compartida indistintamente por la sociedad, lo que constituye un interés 

simple.

La actora pretende apoyarse en la línea de la Primera Sala sobre el 

interés legítimo de las asociaciones civiles, integrada, entre otros 

criterios, por la tesis aislada 1a. CLXVII/2015 (10a.) y la jurisprudencia 

10 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Segunda Sala (2019), jurisprudencia 2a./J. 51/2019 
(10a.), registro digital 19456, INTERÉS LEGÍTIMO E INTERÉS JURÍDICO. SUS ELEMENTOS 
CONSTITUTIVOS COMO REQUISITOS PARA PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO 
INDIRECTO. Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, libro 64, marzo de 2019, t. II, p. 
1598; https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2019456 .

https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2019456
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1a./J. 169/2023 (11a.). La primera ordena examinar la naturaleza del 

derecho cuestionado, el objeto de la asociación y la afectación 

reclamada; la segunda estableció, específicamente para el juicio de 

amparo indirecto contra normas generales, que una asociación puede 

acreditar interés legítimo si demuestra que su objeto social se relaciona 

con la protección o defensa de un derecho humano de naturaleza 

colectiva. 

La regla reconoce relevancia jurídica al objeto social dentro de aquel 

diseño procesal, pero no consagra una acción general para controvertir 

cualquier actuación pública que guarde una afinidad remota con fines 

estatutarios formulados en términos amplios.11

En este sentido, en ninguno de los dos casos, se advierte que las 

asociaciones civiles tengan una actuación específica en lo que es materia 

del Acuerdo impugnado.

Finalmente, la decisión de esta Sala Superior es congruente con lo 

resuelto en casos precedentes, como el SUP-JIN-252/202512 y SUP-JIN-

253/2025.13

11 Suprema Corte de Justicia de la Nación, Primera Sala (2015), tesis aislada 1a. CLXVII/2015 
(10a.), registro digital 2009195, INTERÉS LEGÍTIMO DE ASOCIACIONES CIVILES EN 
DEFENSA DEL DERECHO A LA EDUCACIÓN. EL JUZGADOR DEBE ANALIZAR EL DERECHO 
CUESTIONADO A LA LUZ DE LA AFECTACIÓN RECLAMADA PARA DETERMINAR LA 
PROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
libro 18, mayo de 2015, t. I, p. 442, https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2009195; Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, Primera Sala (2023), jurisprudencia 1a./J. 169/2023 (11a.), registro digital 
2027534, INTERÉS LEGÍTIMO DE LAS ASOCIACIONES CIVILES PARA RECLAMAR EN 
JUICIO DE AMPARO INDIRECTO LA INCONSTITUCIONALIDAD DE NORMAS GENERALES. 
PARA ACREDITARLO BASTA PROBAR QUE SU OBJETO SOCIAL SE RELACIONA CON LA 
PROTECCIÓN Y/O LA DEFENSA DE UN DERECHO HUMANO DE NATURALEZA COLECTIVA, 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, libro 30, octubre de 2023, t. II, p. 2269, 
https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2027534.
12 En el SUP-JIN-252/2025 la parte actora fue Amigos en Colaboración y Colectivo Poder 
Ciudadano Sala Superior desechó su demanda. La mayoría sostuvo que la asociación carecía de 
interés jurídico y legítimo para ejercer una acción tuitiva respecto de actos vinculados con la 
organización, desarrollo y cómputo de una elección, al no demostrar una afectación real y directa. 
Si bien el asunto se refería a la elección judicial, el caso demuestra que la sola comparecencia 
de la misma organización y la invocación de principios electorales no le confirieron una 
legitimación general.
13 El expediente SUP-JIN-253/2025 se advierte que la actora fue Amigos en Colaboración y del 
colectivo conocido como Poder Ciudadano, pero se desechó porque no existía un derecho 
subjetivo de la asociación y, al aplicar la jurisprudencia 11/2022, se sostuvo que una asociación 
civil tampoco podía activar la jurisdicción para reparar de manera abstracta derechos de toda la 
ciudadanía. Así, los expedientes que la promovente cita como reconocimiento de personería no 
acreditan el presupuesto distinto que aquí falta.

https://sjf2.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2009195%253B
https://sjfsemanal.scjn.gob.mx/detalle/tesis/2027534
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En esas condiciones, esta Sala Superior estima que las actoras carecen 

de interés jurídico para promover los juicios intentados.14 

Por tanto, es evidente que las actoras carecen de interés jurídico para 

interponer el medio de impugnación, por lo que procede el 

desechamiento de plano de las demandas de los juicios de la ciudadanía.

V. PROCEDENCIA

Por otra parte, el recurso de apelación cumple con los requisitos de 

procedencia:15

1. Forma. La demanda se presentó por escrito ante el INE y en ella 

consta: a) nombre de la recurrente; b) firma autógrafa; c) acto impugnado 

y la autoridad responsable; y d) los hechos, agravios y preceptos 

presuntamente violados.

2. Oportunidad. Se cumple, ya que el acto impugnado fue emitido el 

treinta y uno de agosto y la demanda fue presentada el cuatro de 

septiembre ante la oficialía de partes común del INE, esto es, dentro del 

plazo de cuatro días previsto en el artículo 8 de Medios. 

3. Legitimación y personería. Se cumplen, el medio de impugnación fue 

interpuesto por el representante propietario del PAN ante el Consejo 

General, calidad reconocida por la autoridad responsable en su informe 

circunstanciado. 

4. Interés jurídico. La parte recurrente cuenta con interés jurídico, ya 

que impugna un acuerdo del Consejo General que guarda relación con 

la etapa de preparación del Proceso Electoral 2026-2027.

5. Definitividad. No existe otro medio de impugnación que deba 

agotarse previamente, por lo que el requisito está satisfecho.

14 Tesis VI/2025, de rubro: ASOCIACIONES CIVILES. CARECEN DE INTERÉS JURÍDICO Y 
LEGÍTIMO PARA DEDUCIR ACCIONES EN TUTELA DE INTERESES DIFUSOS O PARA 
CONTROVERTIR SUPUESTAS VIOLACIONES AL PROCESO ELECTORAL EN TÉRMINOS 
GENERALES.
15 Conforme a los artículos 7, párrafo segundo; 8, párrafo primero; 9, párrafo primero y 13 párrafo 
primero de la Ley de Medios.
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VI. ESTUDIO DE FONDO

1. Contexto.

Previo al inicio del proceso electoral 2026-2027, el 31 de agosto el CG 

del INE aprobó el Acuerdo INE/CG489/2026, relativo a la estrategia de 

capacitación y asistencia electoral 2026-2027 y sus respectivos anexos, 

entre ellos el “Manual de Reclutamiento, Selección y Contratación de las 

y los Supervisores Electorales y Capacitadores-Asistentes Electorales”.

El 4 de septiembre, el PAN, a través de su representante propietario ante 

el CG, se inconformó con tal acuerdo y presentó ante la oficialía de partes 

del INE el correspondiente medio de impugnación. 

2. Precisión del acto impugnado.

El recurrente sostiene que impugna el Acuerdo del CG del INE por el que 

se aprobó la “Estrategia de Capacitación y Asistencia Electoral 2026-

2027 y sus respectivos anexos", particularmente el Manual, y en concreto 

el apartado 3.1 del Capítulo 3, denominado "Etapa de selección de las 

personas aspirantes a Supervisores/as Electoral y Capacitadores/as-

Asistentes Electorales”, particularmente la porción normativa siguiente:

"[...] Por su parte, las representaciones de partidos políticos y, en su caso, 
candidaturas independientes, así. como las y los funcionarios del OPL[E] 
podrán participar exclusivamente como observadores/as hasta las 
actividades de la aplicación y calificación de la Evaluación de 
conocimiento y, posteriormente, en la generación de la Evaluación 
Integral. Durante la aplicación·de Entrevistas para SE y CAE no podrán 
estar presentes [las representaciones de partidos políticos y, en su caso, 
candidaturas independientes, así. como las y los funcionarios del OPLE]".

3. ¿Qué plantea el partido recurrente?

a). El Manual restringe indebidamente el derecho de los partidos políticos 

a participar y vigilar el procedimiento de selección de las personas 

supervisoras electorales y capacitadoras asistentes electorales, en 

contravención a los principios de legalidad y subordinación jerárquica. 

Además, aduce que se les permite observar el resultado, pero se les 

impide vigilar el procedimiento mediante el cual se produjo.
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b). La prohibición absoluta impuesta a las representaciones de los 

partidos políticos, no supera el test de proporcionalidad, pues la finalidad 

invocada puede alcanzarse mediante mecanismos menos restrictivos. Lo 

anterior porque estima que la justificación de dicha prohibición parte de 

una premisa no demostrada, como lo es que la presencia de 

observadores supone un elemento de estrés para la ciudadanía.

c). La exclusión de las representaciones partidistas vulnera los principios 

de certeza, transparencia y máxima publicidad y obstaculiza el derecho 

efectivo a impugnar, porque impide que exista un mecanismo externo de 

verificación respecto de una etapa esencialmente cualitativa del 

procedimiento de selección. 

4. ¿Qué decide esta Sala Superior?

Son esencialmente fundados los motivos de agravio del recurrente, por 

lo que procede revocar la parte impugnada del Manual, para efecto de 

ordenar al INE que lo modifique, con la finalidad de que genere y 

establezca los mecanismos de trazabilidad para que los partidos puedan 

seguir, revisar y observar las entrevistas, y, en su caso, estar en 

posibilidad de cuestionar en particular, la idoneidad de alguna de las 

personas seleccionadas.

5. Justificación.

5.1. Marco normativo.

En el artículo 41 de la Constitución se reconoce a los partidos políticos 

como entidades de interés público, y remite a ley, entre otros aspectos, 

las formas específicas de su intervención en el proceso electoral.

La Ley de partidos, en su artículo 23, párrafo 1, inciso a), dispone que 

son derechos de los partidos políticos, entre otros, el participar, conforme 

a lo dispuesto en la Constitución y las leyes aplicables, en la preparación, 

desarrollo y vigilancia del proceso electoral.

En el artículo 303, párrafo 1, de la LGIPE, se dispone que los consejos 

distritales, con la vigilancia de los representantes de los partidos 
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políticos, designarán en el mes de enero del año de la elección, a un 

número suficiente de supervisores y capacitadores asistentes 

electorales, de entre los ciudadanos que hubieren atendido la 

convocatoria pública expedida al efecto y cumplan los requisitos a que 

se refiere la propia ley electoral. 

Es en el Manual en donde se implementa un procedimiento homogéneo 

de reclutamiento, selección y contratación, de los SE y CAE, apegado a 

los principios rectores de la función electoral, así como en observancia a 

los principios constitucionales de igualdad y no discriminación. 

En el referido Manual, se prevé que las representaciones de partidos 

políticos y, en su caso, candidaturas independientes, así como las y los 

funcionarios del OPL podrán participar exclusivamente como 

observadores/as hasta las actividades de la aplicación y calificación de 

la Evaluación de conocimientos y, posteriormente, en la generación de la 

Evaluación Integral. Y se precisa que durante la aplicación de Entrevistas 

para SE y CAE no podrán estar presentes. Esto último es lo que es 

cuestionado por el PAN en el presente recurso de apelación.

Y al respecto se precisa que la anterior limitación se establece en razón 

de que la Entrevista está diseñada para realizarse por un panel de tres 

participantes: dos personas entrevistadoras y un entrevistado/a, ya que 

la presencia de observadores/as supone un elemento de estrés para la 

ciudadanía evaluada y el añadir elementos externos inhibiría más su 

participación.

El derecho de vigilancia de los partidos políticos en el contexto del 

proceso electoral federal, consiste en observar determinados actos de 

las autoridades electorales y velar porque se ajusten a la regularidad 

constitucional y legal. 

En la especie, el alcance del derecho de vigilancia que tienen los partidos 

políticos en el procedimiento de selección de los SE y de los CAE 

encuentra sustento en los artículos 23, párrafo 1, inciso a) de la LGPP y 

303, párrafo 1 de la LGIPE, de los cuales se deriva que su ejercicio es 

amplio, al no preverse una limitación o modulación, por lo que sus 
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representaciones partidistas pueden estar presentes en la fase de 

entrevista de la etapa de selección.

5.2. Caso concreto

Como se advierte de la normativa aplicable, la posibilidad de que los 

partidos políticos vigilen la preparación y desarrollo de los procesos 

electorales es un derecho de los partidos políticos. 

Para el proceso electoral en curso el CG del INE aprobó un Manual en el 

que, como lo expone el recurrente, y ha quedado previamente precisado, 

se excluye a los representantes de los partidos políticos de estar 

presentes durante la aplicación de las entrevistas para SE y CAE. 

Esta Sala Superior advierte que tal limitación resulta contraria a lo 

establecido por el legislador, pues afecta la posibilidad de realizar una 

puntual vigilancia del procedimiento de designación de SE y CAE, lo cual 

no sólo trastoca un derecho de los partidos políticos, sino que también 

puede trascender a la certeza, imparcialidad y objetividad respecto del 

referido procedimiento, y con ello a la elección en su conjunto.

Esto es, la disposición cuestionada contraviene los principios de reserva 

de ley y de subordinación jerárquica porque va más allá de la regulación 

legal, en perjuicio del derecho de vigilancia de los partidos políticos en el 

procedimiento de selección de SE y CAE.

Además, la exclusión de las representaciones partidistas de la etapa de 

entrevista afecta la existencia de mecanismos suficientes de trazabilidad 

que hagan posible una vigilancia posterior efectiva. 

Lo anterior es así, porque la sola existencia de hojas de calificación y 

registros de puntuaciones no demuestra, por sí misma, que pueda 

reconstruirse suficientemente el desarrollo de la entrevista.

Así, con el propósito de dejar claramente establecida la posibilidad de 

que existan los mecanismos, así como los elementos a partir de los 

cuales los partidos políticos puedan realizar una vigilancia y valoración 

integral de la idoneidad de las personas seleccionadas, se debe revocar 
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tal limitante y ordenar a la autoridad responsable la modificación del 

acuerdo impugnado y el manual. 

Lo anterior, en plena observancia de la normativa electoral, en particular 

del artículo 303, párrafo 1, de la LGIPE.

Al colmarse la pretensión del PAN, resulta innecesario el estudio de los 

restantes motivos de disenso: Test de proporcionalidad y que la 

entrevista contravendría los principios de certeza, transparencia, 

objetividad y máxima publicidad.

VII. EFECTOS

En consecuencia, esta Sala Superior determina:

a) Revocar lo establecido en el Manual en el apartado 3.1 del Capítulo 

3, concretamente la porción normativa: “Durante la aplicación de 

Entrevistas para SE y CAE no podrán estar presentes [las 

representaciones de partidos políticos y, en su caso, candidaturas 

independientes, así. como las y los funcionarios del OPLE]”.

b) Ordenar al CG del INE, que, en un plazo de cinco días, contados a 

partir de la notificación de la presente ejecutoria, dicte un nuevo acuerdo 

en el que modifique el Manual, estableciendo:

i) Mecanismos y acciones necesarias, para que las 

representaciones de los partidos políticos puedan ejercer 

puntualmente su derecho a vigilar integralmente todas las etapas 

del procedimiento de designación de SE y CAE. 

ii) Dispositivos suficientes de trazabilidad que hagan posible una 

vigilancia posterior efectiva, sin que ello implique afectar los 

derechos y la protección de los datos personales de quienes 

participen en el procedimiento.

iii) No modificar ni alterar en forma alguna el carácter de 

meramente observadores de las representaciones partidistas.

iv) Señalar expresamente la imposibilidad de tener participación 

directa, injerencia en las decisiones y actuaciones de las personas 
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responsables de llevar a cabo las evaluaciones y propuestas de 

designaciones de SE y CAE.

Lo anterior no constituye una limitante o restricción, para que en el 

momento procesal oportuno, los partidos políticos puedan, en su caso, 

interponer o presentar los medios de impugnación que consideren 

pertinentes.

Por lo expuesto y fundado, se:

VIII. RESUELVE

PRIMERO. Se acumulan los juicios ciudadanos SUP-JDC-479/2026 y 

SUP-JDC-481/2026, al recurso de apelación SUP-RAP-201/2026.

SEGUNDO. Se desechan de plano las demandas de los juicios 

ciudadanos SUP-JDC-479/2026 y SUP-JDC-481/2026.

TERCERO. Se revoca, en la parte controvertida y para los efectos que 

se precisan en esta sentencia, el acuerdo impugnado y el Manual. 

Notifíquese conforme a derecho corresponda.

En su oportunidad, archívense los presentes expedientes como asuntos 

concluidos y hágase la devolución de la documentación correspondiente.

Así, por unanimidad de votos, lo resolvieron la magistrada y los 

magistrados que integran la Sala Superior del Tribunal Electoral del 

Poder Judicial de la Federación, con los votos particulares parciales, 

respecto de las improcedencias, de la magistrada Claudia Valle 

Aguilasocho y el magistrado Reyes Rodríguez Mondragón. El secretario 

general de acuerdos autoriza y da fe de que la presente sentencia se 

firma de manera electrónica.

Este documento es una representación gráfica autorizada mediante firmas electrónicas 
certificadas, el cual tiene plena validez jurídica de conformidad con los numerales segundo y 
cuarto del Acuerdo General de la Sala Superior del Tribunal Electoral del Poder Judicial de la 
Federación 3/2020, por el que se implementa la firma electrónica certificada del Poder Judicial de 
la Federación en los acuerdos, resoluciones y sentencias que se dicten con motivo del trámite, 
turno, sustanciación y resolución de los medios de impugnación en materia electoral.



SUP-RAP-201/2026 Y ACUMULADOS 

14

VOTO PARTICULAR PARCIAL QUE FORMULA EL MAGISTRADO 
REYES RODRÍGUEZ MONDRAGÓN EN EL EXPEDIENTE SUP-RAP-
201/2026 Y ACUMULADOS (VIABILIDAD JURÍDICA DE RECONOCER 
INTERÉS LEGÍTIMO A ASOCIACIONES CIVILES PARA IMPUGNAR 
ACTOS DE PROCESOS ELECTORALES ORDINARIOS VINCULADOS 
CON ESPACIOS DE PARTICIPACIÓN CIUDADANA DIRECTA)16

Formulo este voto particular parcial porque, si bien comparto la decisión 

de revocar la porción del Manual de Reclutamiento, Selección y 

Contratación de Supervisores Electorales y Capacitadores-Asistentes 

Electorales que impide la presencia de las representaciones partidistas 

durante las entrevistas de las personas aspirantes, me aparto de la 

determinación de desechar las demandas promovidas por las 

asociaciones civiles.

Considero que es necesario evolucionar el criterio de esta Sala Superior 

sobre el interés legítimo de las asociaciones civiles, a fin de reconocerles 

la posibilidad de acudir a la jurisdicción electoral cuando controviertan 

actos relacionados directamente con mecanismos en los que la 

ciudadanía desempeña una función institucional propia dentro de la 

organización, vigilancia e integridad de las elecciones.

Esta evolución no supone reconocer una acción general para cuestionar 

cualquier acto electoral. Se trata, más bien, de ampliar el acceso a la 

justicia en aquellos ámbitos en los que la participación ciudadana 

constituye, por sí misma, una garantía de integridad del sistema electoral. 

Esta lectura es además consistente con el mandato constitucional 

conforme al cual las autoridades deben privilegiar la solución del conflicto 

sobre los formalismos procedimentales, siempre que no se afecte la 

igualdad entre las partes, el debido proceso u otros derechos.17

16 Con fundamento en los artículos 254, último párrafo, de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial de la Federación; y 11, del Reglamento Interno de este Tribunal Electoral. 
Colaboraron en la elaboración de este documento Francisco Daniel Navarro Badilla y 
Natalia Iliana López Medina.
17 Artículo 17, tercer párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
Mexicanos: “Siempre que no se afecte la igualdad entre las partes, el debido proceso 
u otros derechos en los juicios o procedimientos seguidos en forma de juicio, las 
autoridades deberán privilegiar la solución del conflicto sobre los formalismos 
procedimentales”.
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1. Contexto de la controversia

El Consejo General del Instituto Nacional Electoral aprobó la Estrategia 

de Capacitación y Asistencia Electoral 2026-2027 y sus anexos, entre 

ellos el Manual de Reclutamiento, Selección y Contratación de 

Supervisores Electorales y Capacitadores-Asistentes Electorales.

El Partido Acción Nacional cuestionó la prohibición de que las 

representaciones partidistas estén presentes durante las entrevistas de 

las personas aspirantes a supervisores electorales y capacitadores-

asistentes electorales, al considerar que esa exclusión restringe 

indebidamente su derecho de vigilancia. Comparto la decisión 

mayoritaria de declarar fundado ese planteamiento y revocar la porción 

controvertida del Manual.

Por su parte, las asociaciones civiles impugnaron diversas 

modificaciones relacionadas con la reducción de los tiempos de 

capacitación de las personas funcionarias de casilla; la eliminación del 

parámetro de un año de separación de la militancia partidista para 

desempeñarse como supervisor electoral o capacitador-asistente 

electoral; la sustitución de la verificación institucional sobre la vinculación 

de las personas insaculadas con programas sociales por una declaración 

bajo protesta; la reducción de las revisitas a la ciudadanía insaculada; y 

las modificaciones al procedimiento para determinar las secciones 

electorales en las que resulta necesario recurrir a otras personas de la 

lista nominal.

En esencia, sus planteamientos cuestionan reglas que inciden en cómo 

se selecciona, capacita y verifica a la ciudadanía que habrá de 

desempeñar funciones electorales y, con ello, en las condiciones que 

garantizan la integridad de sus funciones.

La controversia toca así un rasgo central del modelo electoral mexicano: 

la ciudadanización de las elecciones. Frente a la desconfianza, el sistema 

optó por confiar tareas especialmente sensibles de la organización y 

vigilancia de los comicios a la propia ciudadanía, conforme a reglas 

previamente establecidas, para que no quedaran sólo en manos de la 

autoridad electoral ni de los actores de la contienda. 
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Ese modelo se expresa en distintas formas de participación ciudadana, 

entre ellas la supervisión electoral, la capacitación-asistencia electoral, la 

integración de las mesas directivas de casilla y la observación electoral. 

Esta última fue materia del SUP-RAP-207/2026 y acumulados, respecto 

de la cual esta Sala Superior resolvió en la misma sesión una 

controversia estrechamente relacionada.

Las personas capacitadoras-asistentes electorales visitan, notifican y 

capacitan a la ciudadanía sorteada, entregan nombramientos a quienes 

integrarán las mesas directivas de casilla y apoyan en la instalación y 

funcionamiento de las casillas. Las personas supervisoras electorales 

coordinan, apoyan y verifican esas actividades, así como las tareas 

necesarias para la integración y funcionamiento de las mesas 

directivas.18 Su intervención muestra que la participación ciudadana en 

la organización electoral no se limita al momento de recibir la votación, 

sino que comprende también la preparación y acompañamiento de 

quienes ejercerán directamente funciones electorales durante la jornada. 

Esa preparación desemboca en las mesas directivas de casilla, órganos 

integrados por ciudadanas y ciudadanos a quienes corresponde recibir la 

votación y realizar su escrutinio y cómputo.19 Durante la jornada electoral, 

la ley les encomienda garantizar la libre emisión y el secreto del voto, así 

como la autenticidad de los resultados. De ahí que la relevancia de este 

diseño no radique únicamente en quiénes integran las mesas directivas, 

sino también en la forma en que son designados y en la función que se 

les confía. Mediante un procedimiento de insaculación, capacitación y 

selección previsto en la ley, personas que no forman parte 

ordinariamente de la estructura electoral son investidas temporalmente 

de autoridad para recibir y contar los votos de sus propias comunidades.

Esta forma de integración cumple, además, una función de garantía 

institucional. La selección mediante reglas previamente definidas reduce 

18 Véanse, entre otros, los artículos 303 y 304 de la Ley General de Instituciones y 
Procedimientos Electorales, relativos a la designación, requisitos y funciones de las 
personas supervisoras electorales y capacitadoras-asistentes electorales.
19 Véanse los artículos 81, 82 y 83 de la Ley General de Instituciones y 
Procedimientos Electorales, sobre la naturaleza, integración y atribuciones de las 
mesas directivas de casilla.
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la posibilidad de que los actores interesados en la contienda determinen 

de antemano quiénes ejercerán esas funciones y busca preservar su 

independencia e imparcialidad. Por ello, las condiciones en que estas 

personas son seleccionadas y capacitadas no constituyen aspectos 

meramente operativos, sino elementos que inciden directamente en 

dichas salvaguardas institucionales y, con ello, en la confianza pública en 

las elecciones. 

Finalmente, la observación electoral responde a la misma lógica de 

participación ciudadana. Fue incorporada en el anterior Código Federal 

de Instituciones y Procedimientos Electorales y posteriormente amplió su 

alcance para abarcar no sólo la jornada electoral, sino también los actos 

de preparación y desarrollo del proceso electoral. Actualmente, la 

legislación reconoce a la ciudadanía acreditada la posibilidad de observar 

las distintas etapas del proceso.20 

A diferencia de las figuras anteriores, en este caso la participación 

ciudadana no consiste en ejercer directamente funciones de organización 

electoral, sino en someter su desarrollo al escrutinio de la propia 

ciudadanía. Se trata de una modalidad distinta, pero complementaria, de 

intervención ciudadana dentro del mismo diseño institucional.

En conjunto, estas figuras no constituyen aspectos periféricos de la 
organización electoral. Forman parte del modelo de ciudadanización 
de las elecciones que ha buscado generar confianza pública 

colocando en manos de personas ciudadanas funciones esenciales para 

preparar, vigilar, recibir y contar el voto. Desde una perspectiva de 

integridad electoral, su regulación debe analizarse atendiendo a que la 

ciudadanía no es sólo destinataria del proceso, sino un actor institucional 

del mismo.

20 El derecho de la ciudadanía a participar como observadora electoral se reconoce 
actualmente en el artículo 217 de la Ley General de Instituciones y Procedimientos 
Electorales. En el régimen previo, la reforma al anterior Código Federal de 
Instituciones y Procedimientos Electorales de 1993 incorporó la observación electoral 
vinculada principalmente con la jornada electoral, y la reforma de 1994 amplió su 
alcance a actos de preparación y desarrollo del proceso electoral.
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2. Razones del disenso

2.1. El interés legítimo en materia electoral ha evolucionado para 
ampliar el acceso a la justicia

La doctrina de esta Sala Superior sobre interés legítimo no ha 

permanecido estática. Por el contrario, se ha desarrollado 

progresivamente para remover obstáculos procesales cuando la 

aplicación estricta de las categorías tradicionales de interés jurídico 

impediría la defensa efectiva de derechos colectivos o de grupos que 

ocupan una posición diferenciada frente al orden jurídico.

Un momento relevante de esa evolución se encuentra en las 

jurisprudencias 8/2015 y 9/2015. En la primera, se reconoció que las 

mujeres cuentan con interés legítimo para solicitar la tutela del principio 

constitucional de paridad, sin exigir una afectación individual y directa. En 

la segunda, se estableció, con una formulación más general, que 

cualquiera de las personas integrantes de un grupo histórica y 

estructuralmente discriminado puede acudir a juicio para reclamar actos 

que afecten los derechos constitucionales reconocidos en favor de la 

colectividad.21

Ese criterio se ha extendido posteriormente a distintos grupos y materias. 

Por ejemplo, esta Sala Superior ha reconocido interés legítimo a 

personas con discapacidad para controvertir la omisión de implementar 

acciones afirmativas; a personas mexicanas residentes en el extranjero 

para reclamar medidas de representación; a personas afromexicanas 

para cuestionar el diseño de acciones afirmativas destinadas a su 

colectivo; y a personas de la diversidad sexual y de género para 

controvertir medidas que inciden en los derechos del grupo al que 

pertenecen.22

21 Jurisprudencias 8/2015, de rubro “INTERÉS LEGÍTIMO. LAS MUJERES LO 
TIENEN PARA ACUDIR A SOLICITAR LA TUTELA DEL PRINCIPIO 
CONSTITUCIONAL DE PARIDAD DE GÉNERO EN LA POSTULACIÓN DE 
CANDIDATURAS A CARGOS DE ELECCIÓN POPULAR”, y 9/2015, de rubro 
“INTERÉS LEGÍTIMO PARA IMPUGNAR LA VIOLACIÓN A PRINCIPIOS 
CONSTITUCIONALES. LO TIENEN QUIENES PERTENECEN AL GRUPO EN 
DESVENTAJA A FAVOR DEL CUAL SE ESTABLECEN”.
22 Véanse, entre otros, SUP-RAP-121/2020 y acumulados; SUP-RAP-21/2021 y 
acumulados; SUP-JDC-92/2022; SUP-JDC-338/2023 y acumulados; SUP-JDC-
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También se ha desarrollado una doctrina flexible respecto de los pueblos 

y comunidades indígenas. En esa línea, se ha reconocido que las 

personas pertenecientes a esos colectivos pueden acudir a la jurisdicción 

electoral para la defensa de derechos colectivos, sin trasladarles cargas 

procesales incompatibles con su posición diferenciada frente al orden 

jurídico.23

Esta evolución muestra que el interés legítimo ha funcionado como una 

herramienta para acercar la justicia electoral a personas y colectivos cuya 

posición frente al orden jurídico justifica una tutela que no dependa de 

demostrar una afectación individualizada. Desde esta perspectiva, 

reconocer interés legítimo a organizaciones ciudadanas respecto de 

actos que inciden directamente en mecanismos de participación 

ciudadana dentro de las elecciones no supondría una ruptura con la 

doctrina de esta Sala Superior, sino un paso adicional dentro de una línea 

que progresivamente ha reconocido que las reglas de acceso a la 

jurisdicción deben responder a la naturaleza del derecho colectivo 

involucrado y a la posición que ocupa quien pretende defenderlo.

Esa lectura también es consistente con una perspectiva de integridad 

electoral. Este enfoque exige valorar las condiciones normativas, 

institucionales y procedimentales que, a lo largo de todo el ciclo electoral, 

permiten que una elección sea libre, auténtica, imparcial y confiable. No 

se limita, por tanto, al momento de la votación o a la ausencia de 

irregularidades el día de la jornada, sino que comprende también las 

reglas que ordenan su preparación, administración y vigilancia. Estas 

582/2023; y SUP-JDC-747/2023, en los que la Sala Superior reconoció interés 
legítimo a personas integrantes de grupos en situación de vulnerabilidad para 
cuestionar el diseño u omisión de acciones afirmativas.
23 Véanse, por ejemplo, las jurisprudencias: 19/2024, de rubro “INTERÉS LEGÍTIMO 
PARA IMPUGNAR EL REGISTRO DE CANDIDATURAS INDÍGENAS. BASTA QUE 
LA PERSONA QUE PROMUEVE UN MEDIO DE IMPUGNACIÓN SE 
AUTOADSCRIBA A UNA COMUNIDAD O PUEBLO INDÍGENA Y PRETENDA 
TUTELAR DERECHOS POLÍTICO-ELECTORALES DE ESE GRUPO EN SITUACIÓN 
DE VULNERABILIDAD”; 7/2013, de rubro: “PUEBLOS INDÍGENAS. SE DEBE 
GARANTIZAR A LOS CIUDADANOS QUE LOS CONFORMAN UN EFECTIVO 
ACCESO A LA JURISDICCIÓN ELECTORAL”; 4/2012, de rubro “COMUNIDADES 
INDÍGENAS. LA CONCIENCIA DE IDENTIDAD ES SUFICIENTE PARA LEGITIMAR 
LA PROCEDENCIA DEL JUICIO PARA LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS 
POLÍTICO-ELECTORALES DEL CIUDADANO”; y 27/2011, de rubro: 
“COMUNIDADES INDÍGENAS. EL ANÁLISIS DE LA LEGITIMACIÓN ACTIVA EN EL 
JUICIO PARA LA PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS POLÍTICO-ELECTORALES 
DEL CIUDADANO, DEBE SER FLEXIBLE”.
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condiciones operan de manera interdependiente, de modo que las 

deficiencias en alguna de ellas pueden repercutir en la calidad e 

integridad del proceso en su conjunto.24

Desde esta perspectiva, las reglas de acceso a la justicia también pueden 

contribuir a preservar esas condiciones, en la medida en que permiten 

someter a control jurisdiccional decisiones que inciden directamente en 

los mecanismos de participación ciudadana. Su interpretación no puede 

desvincularse de la naturaleza de los mecanismos cuya protección se 

solicita ni del papel que la ciudadanía desempeña dentro de ellos. Esto 

resulta especialmente relevante cuando la controversia recae sobre 

figuras mediante las cuales las propias personas ciudadanas participan 

en la organización y vigilancia de las elecciones y contribuyen, con ello, 

a generar confianza pública en su desarrollo y resultados.

2.2. Los precedentes de esta Sala Superior ya reconocen una 
posición procesal cualificada a las asociaciones actoras

La decisión mayoritaria resulta difícil de conciliar con precedentes en los 

que esta Sala Superior ya ha reconocido a las asociaciones actoras una 

posición procesal suficiente para acudir a la jurisdicción electoral.

Respecto del Consejo Nacional de Litigio Estratégico, en el SUP-JDC-

1127/2021 y acumulado se le reconoció interés legítimo para cuestionar 

la omisión atribuida al Congreso de la Unión de expedir la legislación 

reglamentaria de la revocación de mandato. La Sala consideró que 

estaba en juego el ejercicio efectivo de un derecho constitucional y 

convencional de participación política de naturaleza colectiva y que esa 

circunstancia justificaba reconocer interés legítimo a quienes acudían al 

juicio.25

Ese precedente tiene una importancia adicional: en el mismo asunto 

también compareció un partido político y se le reconoció la posibilidad de 

24 Véase Norris, P. (2014). Why Electoral Integrity Matters. Cambridge University 
Press.
25 SUP-JDC-1127/2021 y acumulado. En ese asunto se reconoció interés legítimo al 
Consejo Nacional de Litigio Estratégico, A.C., para controvertir la omisión atribuida al 
Congreso de la Unión de expedir la legislación reglamentaria en materia de 
revocación de mandato.
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ejercer una acción tuitiva. Por tanto, la existencia de un partido 
legitimado para defender intereses difusos no impidió reconocer 
simultáneamente interés legítimo a una organización de la sociedad 
civil. Esa circunstancia demuestra que ambas vías de acceso a la 

jurisdicción no son necesariamente excluyentes.

Posteriormente, en el SUP-JDC-570/2025 y acumulados, la Sala 

Superior reconoció nuevamente interés legítimo al Consejo Nacional de 

Litigio Estratégico para controvertir el marco geográfico de la elección 

judicial. Se sostuvo expresamente que la asociación podía proteger los 

intereses difusos de la ciudadanía respecto del derecho al voto, del 

derecho a ser votada y de otros derechos vinculados con el proceso, 

atendiendo a su objeto de defensa del Estado de Derecho y de diversos 

derechos humanos.26

En cuanto a Amigos en Colaboración, en el SUP-JE-162/2025 y 

acumulados esta Sala Superior reconoció su acceso a la jurisdicción para 

controvertir una respuesta del Instituto Nacional Electoral relacionada 

con la organización de foros durante la elección judicial, al tratarse de 

reglas que incidían en formas de participación ciudadana dentro de un 

proceso electivo.27

Estos precedentes desvirtúan una lectura categórica conforme a la cual 

las asociaciones civiles actoras carecen, por su propia naturaleza, de una 

posición jurídicamente relevante para controvertir actos electorales. Por 

el contrario, muestran que esta Sala Superior ya ha reconocido que las 

organizaciones de la sociedad civil pueden acudir a la jurisdicción 

electoral cuando existe una vinculación suficiente entre el acto 

controvertido y la participación ciudadana que pretenden proteger.

26 SUP-JDC-570/2025 y acumulados. En particular, en el SUP-JDC-606/2025 se 
reconoció interés legítimo al Consejo Nacional de Litigio Estratégico, A.C., para 
controvertir el marco geográfico de la elección judicial, al estimarse que podía 
defender intereses difusos relacionados con el derecho al voto y otros derechos de la 
ciudadanía.
27 SUP-JE-162/2025 y acumulados. En ese asunto se admitió el medio de 
impugnación promovido por Amigos en Colaboración, A.C., relacionado con las reglas 
para la realización de foros de debate, mesas de diálogo y encuentros durante la 
elección judicial.



SUP-RAP-201/2026 Y ACUMULADOS 

22

Más aún, esos precedentes obligaban, cuando menos, a explicar por qué 

la vinculación que anteriormente justificó su acceso a la jurisdicción 

dejaba de ser suficiente en un asunto que incide precisamente sobre 

mecanismos de participación ciudadana. En ese sentido, el 

desechamiento aprobado se aparta de decisiones anteriores de esta Sala 

Superior sin desarrollar una distinción suficientemente clara.

2.3. En estos espacios no se justifica reservar exclusivamente a los 
partidos la defensa jurisdiccional de los intereses de la ciudadanía

La posibilidad de que los partidos políticos ejerzan acciones tuitivas de 

intereses difusos cumple una función central en nuestro sistema. Sin 

embargo, esa facultad no implica que deban tener un monopolio 

exclusivo para defender jurisdiccionalmente cualquier interés de 

naturaleza colectiva relacionado con las elecciones.

Como mencioné, el precedente del SUP-JDC-1127/2021 y acumulado 

demuestra, precisamente, que la Sala Superior ha admitido la 

coexistencia entre la legitimación tuitiva de los partidos y el interés 

legítimo de la ciudadanía organizada.

Esa coexistencia se justifica con mayor razón cuando la controversia no 

se refiere a ámbitos en los que los partidos desempeñan un papel 

preponderante –como la postulación de candidaturas, la competencia 

electoral, la fiscalización o la asignación de cargos–, sino a espacios 

específicamente reservados a la actuación ciudadana.

Los partidos pueden vigilar esas actividades y contar con representación 

para defender sus intereses, pero no seleccionan ni capacitan a las 

personas funcionarias de casilla, no desempeñan las funciones de 

supervisión o capacitación electoral, no reciben ni cuentan los votos en 

sustitución de la ciudadanía y la observación electoral exige 

precisamente autonomía frente a los partidos políticos.

En estas condiciones, no encuentro una razón suficiente para que los 

contendientes tengan la exclusividad de la defensa judicial de reglas cuya 

finalidad consiste precisamente en preservar el carácter ciudadano, 

independiente e imparcial de esas funciones.
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Sería paradójico que el diseño electoral excluyera a los partidos del 

ejercicio de determinadas funciones para garantizar su carácter 

ciudadano y, al mismo tiempo, el acceso a la jurisdicción para defender 

las condiciones bajo las cuales se desempeñan quedara reservado 

exclusivamente a esos mismos partidos.

2.4. La ampliación del interés legítimo puede delimitarse para evitar 
que se convierta en una acción popular

La evolución que propongo no supone reconocer a cualquier asociación 

civil la posibilidad de impugnar todos los actos relacionados con la 

organización de las elecciones.

Por el contrario, considero que el interés legítimo debe examinarse 

atendiendo a dos elementos fundamentales.

En primer lugar, que el acto impugnado regule directamente una forma 

institucionalizada de participación ciudadana dentro del proceso 

electoral. Es decir, no bastaría con alegar que una decisión afecta 

genéricamente la autenticidad, la certeza o la legalidad de la elección, 

sino que tendría que demostrarse que incide sobre un mecanismo en el 

que la ciudadanía desempeña una función propia y diferenciada.

En segundo lugar, que la asociación acredite una vinculación suficiente 

entre sus fines y actividades, por una parte, y la promoción o defensa de 

esa forma de participación ciudadana, por otra.

Esta delimitación permitiría distinguir las controversias relacionadas con 

la selección y capacitación de supervisores electorales y capacitadores-

asistentes electorales, la integración de las mesas directivas de casilla o 

la observación electoral de otras que recaen sobre ámbitos en los que 

los partidos políticos tienen una participación directa y preponderante, 

como el registro de candidaturas, la fiscalización o la asignación de 

cargos.

De esta manera, la ampliación del acceso a la justicia no implicaría 

reconocer una acción general para vigilar la legalidad electoral, sino 

admitir que determinadas organizaciones civiles pueden encontrarse en 
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una posición cualificada para defender mecanismos que forman parte de 

la ciudadanización de las elecciones.

2.5. La negativa de interés legítimo puede dejar fuera del control 
jurisdiccional aspectos relevantes de un mismo sistema preventivo

La necesidad de evolucionar este criterio también se pone de manifiesto 

al analizar conjuntamente las sentencias dictadas en el presente asunto 

y en el SUP-RAP-207/2026 y acumulados.

En el SUP-RAP-201/2026, las asociaciones civiles cuestionaron, entre 

otras modificaciones, la sustitución de la verificación institucional de la 

vinculación de las personas insaculadas con programas sociales por una 

declaración bajo protesta de decir verdad. Sin embargo, ese 

planteamiento quedó fuera del estudio de fondo porque los partidos 

políticos no controvirtieron dicha modificación y la mayoría determinó 

desechar las demandas de las asociaciones.

En cambio, en el SUP-RAP-207/2026 y acumulados, diversos partidos 

políticos cuestionaron una modificación semejante respecto de las 

personas observadoras electorales. En ese asunto, el Instituto Nacional 

Electoral había justificado el nuevo procedimiento en la necesidad de 

homologarlo con el previsto para la selección de supervisores electorales 

y capacitadores-asistentes electorales y la integración de mesas 

directivas de casilla.

Al resolver esa controversia, esta Sala Superior determinó que la 

declaración bajo protesta, por sí sola, no constituye un mecanismo 

suficiente para verificar el cumplimiento del impedimento y revocó la 

determinación impugnada para que el Instituto Nacional Electoral 

establezca una medida preventiva que permita comprobarlo.28

El resultado de ambas sentencias es que, respecto de mecanismos 

diseñados por el propio Instituto Nacional Electoral bajo una lógica de 

28 SUP-RAP-207/2026 y acumulados, resuelto en sesión pública de 23 de septiembre 
de 2026. En ese asunto se revocó, en la materia de impugnación, el acuerdo 
relacionado con las convocatorias de observación electoral, al considerarse 
insuficiente la sola declaración bajo protesta para verificar el impedimento relativo a 
personas servidoras públicas vinculadas con programas sociales, operadoras de 
programas sociales o personas servidoras de la nación.
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homologación y con finalidades preventivas semejantes, subsisten 

estándares distintos de verificación: para las personas observadoras 

electorales deberá existir un mecanismo adicional de comprobación, 

mientras que para el funcionariado de las mesas directivas de casilla 

permanece únicamente la declaración bajo protesta.

Esta diferencia no responde necesariamente a las características de 

cada figura, sino al alcance de las impugnaciones presentadas por los 

partidos políticos.

Así, mientras que en un asunto se concluyó que la declaración bajo 

protesta no era suficiente para garantizar la eficacia de una medida 

preventiva, en el otro esa misma cuestión quedó fuera del análisis 

jurisdiccional, a pesar de haber sido planteada por las asociaciones 

civiles.

Esto no implica necesariamente que las sentencias sean jurídicamente 

contradictorias, pues cada una se pronunció sobre las controversias que 

fueron sometidas válidamente a su conocimiento. Sin embargo, su 

resolución conjunta permite advertir una asimetría en el sistema 

preventivo diseñado por el propio Instituto Nacional Electoral, derivada 

de que el acceso a la jurisdicción quedó condicionado a las decisiones 

de impugnación de los partidos políticos.

Esta circunstancia demuestra que reservar exclusivamente a los partidos 

la tutela jurisdiccional de estos intereses puede ocasionar que 

determinados componentes de un mismo sistema preventivo queden 

fuera del control judicial, aun cuando otras de sus disposiciones sean 

revisadas y corregidas.

Por ello, el reconocimiento de interés legítimo a organizaciones civiles 

vinculadas con estos mecanismos de participación ciudadana permitiría 

ampliar las posibilidades de control jurisdiccional, sin necesidad de 

reconocerles una acción general para cuestionar cualquier acto electoral.

3. Conclusión

Por las razones expuestas, considero necesario evolucionar la doctrina 

de esta Sala Superior y reconocer que las asociaciones civiles pueden 
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contar con interés legítimo para controvertir actos de los procesos 

electorales ordinarios cuando incidan directamente en mecanismos 

institucionales que materializan la ciudadanización de las elecciones, 

siempre que exista una vinculación suficiente entre sus fines y 

actividades y la participación ciudadana cuya protección pretenden.

La selección y capacitación de supervisores electorales y capacitadores-

asistentes electorales, la integración de las mesas directivas de casilla y 

la observación electoral constituyen precisamente espacios en los que la 

ciudadanía desempeña funciones propias dentro de la organización, 

vigilancia e integridad del proceso electoral. En estos ámbitos, la 

existencia de partidos políticos con facultades para ejercer acciones 

tuitivas de intereses difusos no debería excluir automáticamente el 

acceso de las organizaciones de la sociedad civil a la justicia electoral.

Por tanto, considero que debió reconocerse interés legítimo a las 

asociaciones civiles actoras y analizarse los agravios que hicieron valer 

contra las disposiciones de la Estrategia de Capacitación y Asistencia 

Electoral 2026-2027.

En consecuencia, me aparto del desechamiento de sus demandas y 

comparto la determinación adoptada respecto de la impugnación 

presentada por el Partido Acción Nacional.

Por ello, formulo el presente voto particular parcial.

Este documento es una representación gráfica autorizada mediante firmas electrónicas 
certificadas, el cual tiene plena validez jurídica de conformidad con los numerales 
segundo y cuarto del Acuerdo General de la Sala Superior del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación 3/2020, por el que se implementa la firma electrónica 
certificada del Poder Judicial de la Federación en los acuerdos, resoluciones y 
sentencias que se dicten con motivo del trámite, turno, sustanciación y resolución de 
los medios de impugnación en materia electoral. Así como el acuerdo general 2/2023.


